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RV: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 110013335016202100324 MARIA VITALIA
SANCHEZ MALDONADO JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL
CIRCUITO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA

Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 3/08/2022 11:36 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Ramirez Rubio Jenny Katherine <t_jkramirez@fiduprevisora.com.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo
siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Ramirez Rubio Jenny Katherine <t_jkramirez@fiduprevisora.com.co>

Enviado: miércoles, 3 de agosto de 2022 11:03 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 110013335016202100324 MARIA VITALIA SANCHEZ MALDONADO
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA
 
Señores
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA
  Bogotá - Cundinamarca
E.                 S.                      D.
                D.
 

RADICADO No. 110013335016202100324
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO
DEMANDANTE MARIA VITALIA SANCHEZ MALDONADO

DEMANDADO
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 
Por medio de la presente, me permito remitir escrito de contestación.
 
Agradezco su atención y quedo atenta a comentarios.
 
Cordialmente,
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Katherine Ramírez Rubio
Profesional 1
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
((571) 7444333 – Ext: 1210
Bogotá, Colombia

 
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la
ley. Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o
elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío
de información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades
contenidas en la política de protección de datos personales publicada en
www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten
como titular de información para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el
tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información
relativa a protección de datos personales en los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72
No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico:
protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ
FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad
de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante
la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al
público de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que
éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las
buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el
Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga
como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2.
Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que
considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del
Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o
por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por
considerar que es de su interés.



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 **RAD_S** 

 Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 
 
Señores 
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 Bogotá - Cundinamarca 
E.      S.        D. 
 D. 
 

RADICADO No. 110013335016202100324 
   

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE MARIA VITALIA SANCHEZ MALDONADO 

DEMANDADO 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
 
JENNY KATHERINE RAMÍREZ RUBIO, identificada con la cédula de ciudadanía número 1.030.570.557 
de Bogotá D.C. y T.P. 310.344 del C.S.J., en mi condición de apoderada sustituta de LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, conforme poder de sustitución otorgado, por el Doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, 
identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad de Representante 
Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, en los procesos 
judiciales que en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo con la certificación suscrita por la 
Representante Legal de FIDUPREVISORA S.A,  de fecha 21 de febrero de 2019, y según el Poder 
General que le fue otorgado mediante Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019, adicionada, 
que lo faculta para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman la defensa judicial;, me 
permito dar respuesta a la demanda de la referencia en los siguientes términos:   
 
NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FINALIDAD 
DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL:  
 
Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales de los 
docentes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de dichas prestaciones, que correspondan 
al personal afiliado y garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, entre otros 
aspectos. 
 
Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre otras por 
Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública, en los siguientes términos:  



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, 
cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el 
Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 
correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 
debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá 
cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los 
costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro 
de Educación Nacional.  
  
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentralizada de los 
servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de unidad.”  
  
Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las prestaciones 
sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la 
promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del Artículo 2o, y de los que se vinculen con 
posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la 
promulgación de la presente Ley, quienes quedan eximidos del requisito económico de afiliación. Los 
requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán imponer 
renuncias a riesgos ya asumidos por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo 
valor en los convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir 
todos los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.1   
 
En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha considerado 
que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, sin personería 
jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de carácter 
indirecto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), vinculada al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, con personería jurídica y autonomía administrativa. 
 
Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece los mecanismos por el cual este 
actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma preestablece 
que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En cumplimiento de la 
misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía Fiduprevisora S.A., suscribieron: 
“CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante escritura pública N° 83 del 
veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo notarial de Bogotá 
D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente y la compañía 
Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: Constituir una fiducia mercantil sobre los 
Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en adelante –EL 
FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, invierta y destine al cumplimiento 

 
1 Ley 91 de diciembre 29 de 1989: Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; (negrillas fuera de texto). 
 

 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las instrucciones que le sean impartidas por el 
Consejo Directivo del mismo.  
 
El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el 
cumplimiento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del contrato, es 
así como el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza: 
 
“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes indelegables del 
fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los siguientes: 
 
1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la finalidad de la fiducia; 
 
2) Mantener los bienes objeto de la fiducia separados de los suyos y de los que correspondan a otros 
negocios fiduciarios; 
 
3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los requisitos previstos en 
el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del modo que más conveniente le parezca; 
 
4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes fideicomitidos contra actos de 
terceros, del beneficiario y aún del mismo constituyente; 
 
5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas acerca de la 
naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las autorizaciones contenidas en el acto 
constitutivo, cuando así lo exijan las circunstancias. En estos casos el Superintendente citará 
previamente al fiduciante y al beneficiario; 
 
6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo cual todo acto de 
disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, salvo determinación contraria del 
acto constitutivo; 
 
7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo o a la ley, una 
vez concluido el negocio fiduciario, y 
 
8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”2 
 
Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN, FIDUPREVISORA y FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
“FOMAG”, es preciso referirnos a la demanda de la referencia para dar contestación bajo los 
siguientes parámetros. 

 
 

I.PRONUCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES OPOSICIÓN A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

 
2 Código de Comercio Colombiano; Artículo: 1234. Negrillas fuera de texto 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

Me permito Señor Juez, Formular el siguiente pronunciamiento expreso y respetuoso, sobre las 
pretensiones de la demanda, manifestando mi oposición a todas y cada una de ellas, en la medida en 
que mi representada, no es la entidad llamada a responder sobre los temas postulados, por las 
razones que se expondrán a lo largo del escrito de contestación, a saber: 

 
A LAS DECLARACIONES: 

Me Opongo, a que se declare la nulidad del acto administrativo Resolución 2533 del 5 de mayo de 
2021 por medio del cual se reliquida una pensión de jubilación, considerando que, el acto 
administrativo demandado se encuentra apegado a las normas que regulan el régimen prestacional 
para los docentes.  

 

De igual forma, me permito precisar, que el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO no es el encargado en ningún caso, de emitir actos administrativos (Resolución) como 
lo menciona la parte de mandante, por lo que esta función es únicamente exclusiva del ENTE 
TERRITORIAL. 

Por otra parte, me Opongo a que se declare la nulidad del oficio No. S-2021-139007 del 19 de abril 
de 2021, el acto ficto presunto negativo, configurado frente a la petición E-2021-752233 del 10 de 
marzo de 2021 y el acto ficto presunto negativo, configurado frente a la petición 20201091634831 
del 28 de mayo de 2020, considerando que los actos mencionados se ajustan a la ley. 

 
A LAS CONDENAS FORMULADAS A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO: 

La entidad que represento se opone a todas y cada una de las pretensiones formuladas a título de 
condena, toda vez que carecen de fundamento jurídico y factico, por lo que no es procedente acceder 
a las pretensiones teniendo en cuenta que el accionante no cumple con los requisitos legales para 
acceder al reconocimiento y pago de una pensión de jubilación. 
 
Así mismo, no habrá lugar a imponer condena en costas o agencias en derecho, al no existir mérito 
para acceder a las pretensiones, sumado a ello, debe aplicarse el criterio jurisprudencial del Consejo 
de Estado en cuanto ha señalado en reiteradas ocasiones que la condena en costas no deviene de 
resultar vencido en el litigio, sino que estas obedecen a una valoración subjetiva de causación y 
justificación, en la medida que se prueba que se ocasionaron, por demás los gatos del proceso que 
se originan por notificaciones etc., son propios de un litigio que debe asumir quien acude a la 
jurisdicción. 

PRONUNCIAMIENTO A LOS HECHOS 
 
Los hechos no le constan a la entidad que represento por lo que deberán acreditarse de manera 
fehaciente dentro de este litigio, por tanto, se encuentran en debate, y estos serán verificados con el 
cuaderno administrativo del docente y los antecedentes que dan lugar al acto administrativo 
demandado y las pruebas documentales que deberá aportar la entidad territorial de educación a la 
que está o estuvo vinculada la docente. 
 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
FUNDAMENTOS DE DEFENSA 

 
SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 

La ley 100 de 1993 creó el “sistema de seguridad social integral” y como parte de él estructuró el 
“sistema general de pensiones”, pero exceptuando de su aplicación algunos sectores de pensionados, 
entre ellos “los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la ley 
91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de 
remuneración. 
 

La ley 812 de 2003 aprobó “el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario”.3 
Esta normativa, en sus dos primeros incisos reguló lo referente al régimen pensional de los docentes 
oficiales: 
“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El 

régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 

vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 

vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales del 

régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los 

requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años para 

hombres y mujeres”. 

Esta ley entró en vigencia al 27 de junio del 2003, de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 13754. 
 
La ley 1151 de 2007, por la cual se expidió el “Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010”5 , en su artículo 
160 prorrogó la vigencia de algunas de las disposiciones de la ley 812, entre ellas, las contenidas en 
el artículo 81. La normativa hasta ahora reseñada permite concluir que el régimen pensional de los 
docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se establece tomando 
como referencia la fecha de vinculación del docente al servicio educativo estatal, así: 

  
i) Si la vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en vigencia de la ley 812 de 

2003, su régimen pensional corresponde al establecido en la ley 91 de 1989 y demás normas 
aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes de la condición de nacional, 
nacionalizado o territorial, predicables del docente en particular; Este régimen está llamado 

 
3 Ley 812 de 2003 (junio 26), Diario Oficial 45.231 de 27 de junio de 2003. 
4 Artículo 137 de la ley 812 de 2003. “Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga el 

artículo 8 de la Ley 160 de 1994, el artículo 14 de la Ley 373 de 1997 y todas las disposiciones que le sean contrarias”. La 
fecha de promulgación fue el 27 de junio del 2003. 
5 Ley 1151 de 2007 (julio 24), “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010”, Diario Oficial 46.700 de 

25 de julio de 2007. Cfr. Art. 160, vigencia y derogatorias. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

necesariamente a extinguirse en el tiempo a medida que decrece el número de sus destinatarios 
(régimen de transición). 
 

ii) Si el ingreso al servicio ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, el régimen pensional es el de prima 
media con prestación definida, regulado por la ley 100 de 1993 con las modificaciones introducidas 
por la ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta que la edad se unifica para hombres y mujeres, en 
57 años. 
 

En ambas situaciones se trata de un régimen exceptuado por el legislador, pues mantienen e 
introducen modificaciones al régimen pensional general. 

 

El parágrafo transitorio primero del artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 22 de julio de 2005, se ocupa 
expresamente de los docentes vinculados al servicio público educativo oficial, en los siguientes 
términos: 
 

 "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 
disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo 
preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de 
la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema 
General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003" (resaltado y subrayas 
fuera del texto). 

 

Si bien es cierto que el Acto Legislativo 01 de 2005, elevó a nivel de norma constitucional el 
reconocimiento de los dos grupos pensionales del artículo 81 de la ley 812 de 2003, estableció que 
los regímenes especiales o exceptuados expirarían el 31 de julio de 20106 , también lo es que este 
límite temporal de fenecimiento, de acuerdo con los antecedentes que le dieron origen, no es 
aplicable a los docentes del servicio oficial. Así lo concluyó, recientemente, la Sala de Consulta y 
Servicio Civil del Consejo de Estado: 

 
El Acto legislativo en estudio fue de iniciativa gubernamental contenida en los proyectos radicados 
en la Cámara de Representantes bajo los números 34 y 127, presentados el 23 de julio y el 19 de 
agosto de 2004, respectivamente, los que fueron acumulados para su trámite y en su contenido 
original proponían la eliminación de todos los regímenes especiales y exceptuados, dejando 
exclusivamente el de la Fuerza Pública y un régimen de transición que terminaría el 31 de diciembre 
de 2007. 
 
Desde el primer debate en la Comisión Primera Permanente de Cámara, se introdujo el tema de los 
docentes como parte del ‘régimen de transición’; y como un parágrafo transitorio fue conservado y 

 
6 "Parágrafo transitorio 2º. Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a los miembros de la Fuerza 

Pública y al Presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos del presente artículo, la vigencia de los 
regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como cualquier otro distinto al establecido de manera 
permanente en las leyes del Sistema General de Pensiones expirará el 31 de julio del año 2010" (resaltado y subrayas 
fuera del texto). 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

ajustado en su texto a lo largo de las dos vueltas requeridas para la aprobación del acto legislativo, 
remitiendo al artículo 81 de la ley 812 de 2003. 
 
Se tiene pues que el legislador, como constituyente derivado, optó por referirse al régimen 
pensional de los docentes vinculados al servicio educativo estatal en un parágrafo que calificó como 
‘transitorio’ bajo dos supuestos: (i) cuando se pensione el último de los docentes vinculados con 
antelación a la entrada en vigencia de la citada ley 812 se extinguirá el régimen que para ese 
momento existía; (ii) los docentes vinculados o que se vinculen a partir del 27 de junio de 2003, 
quedan sujetos el régimen pensional del sistema general. 
 

El Parágrafo transitorio 2º. Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a los 
miembros de la Fuerza Pública y al presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos del 
presente artículo, la vigencia de los regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como 
cualquier otro distinto al establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de 
Pensiones expirará el 31 de julio del año 2010. 

 
En esta perspectiva, la transitoriedad del régimen es predicable exclusivamente del grupo de 
docentes que entraron al servicio educativo oficial antes del 27 de junio de 2003. 
 
El régimen de los docentes que ingresan al servicio a partir de la vigencia de la ley 812 de 2003 tiene 
un elemento de diferenciación o especialidad que es la edad, respecto del régimen general, y así se 
conserva. 
 
REGLAMENTACIÓN DE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES 

La Ley 71 de 1988, fue reglamentada inicialmente por el Decreto 1160 de 1989, que dispuso, entre 

otros aspectos, que no sería computable como tiempo para adquirir el derecho a la pensión de 

jubilación por aportes el laborado en empresas privadas no afiliadas al ISS, ni tampoco «el laborado 

en entidades oficiales de todos los órdenes cuyos empleados no aporten al sistema de seguridad social 

que los protege». 

 

Posteriormente, fue reglamentada por el Decreto 2709 del 13 de diciembre de 1994, que derogó la 
mayor parte de artículos del anterior decreto, relacionados con esta modalidad de pensión de 
jubilación. Reglamentación que se expidió estando ya en vigencia el sistema de seguridad social 
integral establecido en la Ley 100 de 1993. 
 

El primer artículo del Decreto 2709 de 1994, señaló: 
 

«Pensión de jubilación por aportes. La pensión a que se refiere el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, se 

denomina pensión de jubilación por aportes. Tendrán derecho a la pensión de jubilación por aportes 

quienes al cumplir 60 años o más de edad si es varón, o 55 años o más si se es mujer, acrediten en 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

cualquier tiempo, 20 años o más de cotizaciones o aportes continuos o discontinuos en el Instituto de 

Seguros Sociales y en una o varias de las entidades de previsión social del sector público.» 

Con relación al monto de esta prestación, el artículo octavo ibídem, preceptuó: 
 
“Monto de la pensión de jubilación por aportes. El monto de la pensión de jubilación por aportes será 

equivalente al 75 % del salario base de liquidación. El valor de la pensión de jubilación por aportes, no 

podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente ni superior a quince (15) veces dicho salario, 

salvo lo previsto en la ley.» 

Adicionalmente, es importante mencionar que el artículo sexto del citado decreto que determinó el 

ingreso base para la liquidación de esta modalidad de pensión, fue expresamente derogado por el 

artículo 24 del Decreto 1474 de 1997, en los siguientes términos: 

 
«Artículo 24. Vigencia y derogatorias. Este decreto rige a partir de la fecha de su publicación, modifica 

los siguientes artículos del Decreto 1748 de 1995: 3º, 9º, 12, 15, 16, 17, 24,28, 35, 36, 37, 41, 44, 52 y 

57 y deroga el numeral 2º del artículo 3º, el artículo 25, el inciso 3º del artículo 29, el literal c) del 

artículo 36, el inciso 7º del artículo 47, el artículo 51 y el parágrafo transitorio del artículo 52 del mismo 

Decreto 1748 de 1995. Así mismo, modifica el artículo 8º del Decreto 1887 de 1995, y deroga el 

artículo 6º del Decreto 2709 de 1994 y todas las demás normas que le sean contrarias.». 

No obstante, lo anterior, dicha derogatoria fue anulada por la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
mediante sentencia del 15 de mayo de 2014, dictada dentro del proceso 11001-03-25-000- 2011-
00620-00 (2427-2011), cuya ponencia correspondió al Dr. Gerardo Arenas Monsalve y en la que se 
consideró, que desconoció la finalidad del régimen de transición como mecanismo de protección 
ante el cambio legislativo. 
 
Dentro de los argumentos que se tomaron en cuenta para tomar tal determinación se encuentran 
los siguientes: 
 

«Así, en el presente caso, tratándose de una situación análoga a nivel reglamentario, se destaca que 

la norma que disponía el salario base para la liquidación de la pensión por aportes fue derogada, 

situación que originó un vacío normativo y obligó a remitirse a la Ley 100 de 1993, aun cuando el 

legislador dispuso que el Gobierno Nacional debía reglamentar las condiciones para el reconocimiento 

y pago de la pensión por aportes (inc. 2, art. 7, Ley 71 de 1988). 

 
Visto lo anterior, la derogatoria del artículo 6 del Decreto 2709 de 1994, desconoció no solamente la 

Ley 71 de 1988; sino también la Ley 100 de 1993, ya que ésta previó un régimen de transición, como 

un mecanismo de protección ante un tránsito legislativo para las personas que tenían la expectativa 

de adquirir su derecho pensional bajo una normatividad anterior, en este sentido no puede el ejecutivo 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1300&amp;25
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1300&amp;29
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1300&amp;36
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1300&amp;47
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1300&amp;51
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1300&amp;52
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1189&amp;6


 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

en virtud del ejercicio de la facultad reglamentaria reducir de manera desproporcionada e irrazonable 

los beneficios de la normatividad pensional anterior, pues dejaría sin eficacia la finalidad del régimen 

de transición pensional.» 

 
Conforme a lo expuesto, la regla jurídica para determinar el ingreso base de liquidación de las 
personas beneficiarias del régimen de transición y que tengan derecho a la pensión de jubilación por 
aportes es la establecida en el artículo 6º del Decreto 2709 de 1994, que dispone: 

«Salario base para la liquidación de la pensión de jubilación por aportes. El salario base para la 

liquidación de esta pensión, será el salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 

último año de servicios, salvo las excepciones contenidas en la ley. Si la entidad de previsión es el ISS 

se tendrá en cuenta el promedio del salario base sobre el cual se efectuaron los aportes durante el 

último año y dicho instituto deberá certificar lo pagado por los citados conceptos durante el período 

correspondiente.» 

Así entonces, la norma referida cobró vigencia a partir del tal declaratoria de nulidad, y por ende la 
pensión por aportes estipulada en la Ley 71 de 1988, se deberá liquidar con el 75% del salario pro- 
medio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios, para aquellas personas 
que son beneficiarias del régimen de transición, es decir para aquellas personas que tenían una 
expectativa de pensionarse con anterioridad a la derogatoria del artículo 6 de la ley 71. 
 
Dicha conclusión, resulta acorde con el contenido del principio de inescindibilidad normativa, en 
virtud del cual, la norma anterior aplicable debe serlo en su integridad, lo cual evita desnaturalizar el 
régimen pensional aplicable producto de la transición, y con lo que ha señalado el órgano de cierre 
de la Jurisdicción de lo contencioso Administrativo frente a situaciones de personas que no tienen 
cotizaciones, o cuando estas son apenas de unas pocas semanas o meses en vigencia de la Ley 100 
de 1993, en el sentido de que el IBL de su pensión, es equivalente al 75% del promedio de los salarios 
devengados durante el último año de servicios, tal como lo señalaban normas anteriores tales como el 
artículo 27 del Decreto 3135 de 1968 o 73 del Decreto reglamentario 1848 de 1969. 
 
FACTORES SALARIALES INCLUIDOS EN IBL DE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN  
 
Si bien es cierto que sobre este tema existió una interpretación jurisprudencial expuesta por la sen-
tencia del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, en la que se determinó que el ingreso base de 
liquidación estaría conformado por todo aquello que constituyera salario, es decir aquellas sumas de 
dinero que percibiera el trabajador de manera habitual o periódica, como contraprestación directa 
por sus servicios, independientemente de  la denominación que se les dé y que difieran de los enun-
ciados en el artículo 1° de la Ley 62 de 1985 por la cual se modificó el artículo 3° de la Ley 33 de 1985, 
el cual establecía: 
 

“ARTÍCULO 3º.  Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier Caja de 
Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja, ya sea que su 
remuneración se impute presupuestalmente como funcionamiento o como inversión.” 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

"Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los aportes 
proporcionales a la remuneración del empleado oficial estará constituida por los 
siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica; 
gastos de representación; prima técnica; dominicales y feriados; horas extras; 
bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada 
nocturna o en días de descanso obligatorio." 

"En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se 
liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes." (Negrillas fuera de texto) 

 
Recientemente, a través de la sentencia de unificación de jurisprudencia del Consejo de Estado del 
día veintiocho (28) de agosto de dos mil dieciocho (2018), Consejero Ponente Dr. CESAR PALOMINO 
CORTÉS, Rad. 52001-23-33-000-2012-00143-01; se reinterpretó la aplicación del régimen pensional 
contenido en la Ley 33 de 1985 y se unificó jurisprudencia respecto a los factores salariales que se 
deben incluir en el Ingreso Base de Liquidación, así: 
 

“…solo los factores sobre los que se haya realizado el aporte o cotización pueden incluirse 
como elemento salarial en la liquidación de la mesada pensional. 

[…] 

101. A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación, 
en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el artículo 3 de la 
Ley 33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales que conforman la 
base de liquidación pensional, sino que los mismos estaban simplemente enunciados y 
no impedían la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante el 
último año de prestación de servicio, va en contra vía del principio de solidaridad en ma-
teria de seguridad social. La inclusión de todos los factores devengados por el servidor 
durante el último año de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir 
del sentido y alcance de las expresiones "salario" y "factor salarial", bajo el entendido 
que "constituyen salario todas las sumas que habitual y periódicamente recibe el em-
pleado como retribución por sus servicios" con fundamento, además, en los principios de 
favorabilidad en materia laboral y progresividad; sin embargo, para esta Sala, dicho cri-
terio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, el que, por virtud de su libertad 
de configuración enlistó los factores que conforman la base de liquidación pensional y a 
ellos es que se debe limitar dicha base.  
 
102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta 
solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las finanzas del 
sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de 
habitantes del territorio colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado, en acata-
miento de los principios constitucionales de universalidad y eficiencia.  
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los 
beneficiarios de la transición se liquide conforme a los factores sobre los cuales se ha 
cotizado; (ii) se respeta la debida correspondencia que en un sistema de contribución 
bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al afiliado y (iii) se 
asegura la viabilidad financiera del sistema.” 

(…)  
 

Sentar como jurisprudencia del Consejo de Estado frente a la interpretación del artículo 
36 de la Ley 100 de 1993, en sala plena:  

 

1. El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 
hace parte del régimen de transición para aquellas personas beneficiarias del mismo que 
se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo del régimen general 
de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985.  

 

1. Para los servidores públicos que se pensionen conforme a las condiciones de la ley 33 de 
1985, el período para liquidar la pensión es:  

 

• Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingreso 
base de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere 
falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, el que fuere superior, actua-
lizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, se-
gún certificación que expida el DANE.  

• Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio de 
los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) 
años anteriores al reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente con base 
en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación que expedida 
por el DANE.  

 

2. Los factores salariales que se deben incluir en el IBL para las pensiones de vejes de los 
servidores públicos beneficiarios de la transición son únicamente aquellos sobre los que 
se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al sistema de pensiones.” 

3.  

Reglas de unificación sobre el IBL en pensión de jubilación y vejez de los docentes  

Así mismo, la Sentencia SUJ-014 -CE-S2 -2019 establece La aplicación de cada uno de estos 
regímenes está condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al servicio educativo oficial de 
cada docente, y se deben tener en cuenta las siguientes reglas:   

a. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados 

antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión 

ordinaria de jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en 

la Ley 33 de 1985, los factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

los que se hayan efectuado los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de 

la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir ningún factor diferente a los 

enlistados en el mencionado artículo. (Negrilla y subrayas fuera del texto). 

Es decir, los factores que se deben tener en cuenta son única y exclusivamente los enunciados 
en ese artículo, los cuales componen el IBL a saber: 

 
“Ingreso Base de Liquidación: Este componente comprende i) el período del último 
año de servicio docente y ii) los factores que hayan servido de base para calcular 
los aportes previstos en la Ley 62 de 1985, que son: asignación básica, gastos de 
representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; do-
minicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio”. 
(Negrilla propia del texto). 
 

b. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el 

régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003, con los requisitos previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que 

será de 57 años para hombres y mujeres. Los factores que se deben incluir en el 

ingreso base de liquidación son los previstos en el Decreto 1158 de 1994 sobre los 

que se efectuaron las respectivas cotizaciones. 

De lo anterior, se concluye que el IBL se debe calcular incluyendo aquellos factores salariales sobre 
los cuales se efectúo el correspondiente aporte, las cotizaciones al Sistema de Pensiones que 
dependiendo de la fecha de vinculación será aplicable la primera o segunda regla, y que a su vez 
estén determinados con carácter de factor salarial, previstos bien en la ley 62 de 1985 para quienes 
se vincularon con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 812 de 2003 o bien en el decreto 
1158 de 1994 para quienes se vincularon a partir de la entrada en vigencia de la misma, teniendo 
claro que es sobre los aportes que se realizaron las cotizaciones. 
 

EXCEPCIONES DE MERITO 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

El acto administrativo demandado, que reconoció el pago de una pensión de jubilación, fue proferido 

en estricto seguimiento de las normas legales vigentes y aplicables al caso del demandante, sin que 

se encuentre viciado de nulidad alguna, toda vez que, la liquidación de su prestación se llevó a cabo 

de acuerdo a las cotizaciones hechas por la docente y lo mencionado en el artículo 3° de la Ley 33 de 

1985. Aceptar un criterio diferente contraria la voluntad del legislador y su competencia para 

configurar las cargas prestacionales de los servidores públicos. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

COBRO DE LO NO DEBIDO 

En el caso sub judice está demostrado que la demandante no ostenta afiliación en debida forma 

para acceder al reconocimiento y pago de una pensión de jubilación en los términos que lo 

establece, por lo que esta entidad no adeuda valor alguno por mesadas pensionales del actor, 

máxime cuando no es titular del derecho para reclamar la prestación por incumplimiento de los 

requisitos legales.  

DESCUENTO POR CONCEPTO DE SALUD EN LAS MESADAS ADICIONALES DE JUNIO Y DICIEMBRE EN 
LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN DE LOS AFILIADOS AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO.  
 
Sea lo primero señalar que, la ley 91 de 1989,  por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio estableció que la gestión y pago de las pensiones, así como el procedimiento 
y prestación del servicio médico de salud de todos los docentes, estaría a cargo del precitado fondo, 
como se ve a continuación:  
 

“Artículo 8º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por 
los siguientes recursos: 
 
1. El 5% del sueldo básico mensual del personal afiliado al Fondo. 
... 
5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como 
aporte de los pensionados....” 
 

Entonces es claro que, por autoridad de la citada ley es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio la Entidad encargada de descontar el 5% de cada mesada pensional cancelada a un 
docente, inclusive las mesadas adicionales cualquiera que sea su naturaleza. 
 
Posteriormente, la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 previo que, el régimen de cotización de los 
docentes que se encontraran afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
sería el contenido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, así: 
 

“Artículo 81. Régimen prestacional de los docentes oficiales.  
...  
El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 
pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución 
que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la hará 
el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 
correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.  

 
Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los docentes afiliados al Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, es el mismo porcentaje del régimen general.  
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

Para mayor claridad, es preciso indicar lo dispuesto por el artículo el artículo 204 de la Ley 100 de 
1993 el cual señala lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO  204. Monto y distribución de las Cotizaciones. La cotización obligatoria que se aplica 
a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud según las normas del presente 
régimen, será máximo del 12% del salario base de cotización el cual no podrá ser inferior al salario 
mínimo. (Subraya y negrilla fuera de texto) 
 

Posteriormente, el parágrafo primero transitorio del Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, el 
régimen pensional de todos los docentes vinculados al servicio público educativo oficial, sería el 
establecido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003, por lo que es claro establecer 
que la precitada ley únicamente altero respecto del personal docente, lo correspondiente al 
porcentaje destinado a aportes de salud, mas no modificó su régimen pensional.  
 
Por otro lado, debe tenerse en cuenta que uno de los principios del sistema de seguridad en salud en 
Colombia, es justamente el de solidaridad y para esa intención la Ley 100 de 1993, los decretos 1283 
de 1996, y 780 de 2016, dispusieron el funcionamiento de “un Fondo de Solidaridad y Garantías”, el 
cual quedó estipulado en el artículo 280 de la Ley 100 de 1993, que dispuso: 
 

“ARTÍCULO 280. APORTES A LOS FONDOS DE SOLIDARIDAD. Los aportes para los fondos de 
solidaridad en los regímenes de salud y pensiones consagrados en los artículos 27 y 204 de esta 
Ley serán obligatorios en todos los casos y sin excepciones. Su obligatoriedad rige a partir del 1 de 
abril de 1994 en las instituciones, regímenes y con respecto también a las personas que por 
cualquier circunstancia gocen de excepciones totales o parciales previstas en esta Ley." 
 

Sobre este contexto en reciente sentencia el H. Consejo de estado7, y en lo que respecta al régimen 
pensional docente, en especial a las cotizaciones en salud, tanto para los pensionados por el FOMAG 
(pensión ordinaria), como para los pensionados por la UGPP (pensión gracia), se ha afirmado:  
 

"Con la expedición de la Ley 100 de 1993, artículo 143, se estableció de manera general que la 
tasa de cotización para financiar el Sistema General de Seguridad Social en Salud sería hasta 
del 12 %, motivo por el cual, con el fin de no afectar los ingresos efectivos de los pensionados, 
y mantener el poder adquisitivo de sus mesadas, se consagró un incremento en el monto de 
las pensiones equivalente a la diferencia entre el valor de la cotización establecida en la Ley 
100 de 1993 (12%), y el valor del aporte que se le venía efectuando al beneficiario de la pensión 
gracia (5%). 
 
De esta manera, por virtud de la misma disposición, a los beneficiarios de la denominada 
pensión gracia también se les incrementó correlativamente el valor de su mesada en el monto 
del incremento de su aporte a salud, con el fin de no afectar los ingresos reales que venían 
percibiendo. 
 
 25. En conclusión, no existe disposición que excluya a los regímenes de excepción del deber de 

 
7 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,  SECCION SEGUNDA,  SUBSECCIÓN B,  Consejero ponente: CÉSAR PALOMINO CORTÉS. , 10 de mayo de 2018, 

Radicación número: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) Actor: MARÍA BETTY AYDEE MUÑOZ GONZÁLEZ 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

cotizar al Sistema General de Seguridad Social, por el contrario se encuentra demostrado, que 
a través del tiempo los beneficiarios de la pensión gracia han estado obligados a efectuar los 
aportes correspondientes al sistema de salud para la prestación de los servicios médico 
asistenciales, situación que no varió con la expedición de la Ley 100 de 1993. El pago de las 
cotizaciones en salud es obligatorio, independientemente de que se preste o no el servicio de 
salud, en acatamiento del principio de solidaridad que rige el sistema de Seguridad Social en 
Colombia, conforme lo establece el artículo 48 de la Constitución, definido en el literal c) del 
artículo 2 de  la Ley 100 de 1993,  
… 
26. De lo expuesto se puede concluir que todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad y 
eficiencia del sistema General de Salud, no sólo para recibir los distintos beneficios, sino para 
financiar el sistema en su conjunto, colaborando con sus aportes a la prestación de la 
asistencia médica de todas las personas que pertenecen al régimen subsidiado, en desarrollo 
del principio de solidaridad consagrado en la Constitución. …”8 (Subraya y negrilla fuera de 
texto) 
 

En todo caso, se logra inferir del marco normativo y la jurisprudencia aplicable que, en un conjunto 
todo está estrechamente ligado con lo contemplado en la norma superior, esto es, el principio 
constitucional de solidaridad. En efecto, se recuerda que la disposición primera constitucional 
consigna como principio fundante del Estado Social de Derecho la solidaridad de las personas que la 
integran: Colombia es un Estado social de derecho, (…) fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.(…) 
a su vez, la Corte Constitucional en Sentencia T.-12600. M.P. Alejandro Martínez Caballero, ha 
sostenido:  
 

"En materia de seguridad social, el principio de solidaridad implica que todos los participantes de 
este sistema deban contribuir  a su sostenibilidad, equidad y eficacia, lo cual implica que sus 
miembros deben en general cotizar, no solo para poder recibir distintos beneficios, sino además 
para preservar el sistema en conjunto…"  

 
En conclusión, los actos administrativos acusados gozan de legalidad en la medida que no se  
excedieron en los parámetros contemplados por la ley 91 de 1989 y la ley 812 de 2003, que indican 
que el descuento que se debe hacer a los docentes en la pensión ordinaria  equivale al 12%, luego 
los descuentos efectuados al demandante sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre se 
ajustan a la normatividad vigente y en consecuencia no hay lugar a la devolución ni a la  suspensión 
de los mismos, aunado a que dichos aportes se efectúan con fundamento en el principio de 
solidaridad que permite la sostenibilidad del sistema de seguridad social en salud. 
 
IMPROCEDENTICA DEL REAJUSTE PENSIONAL CONFORME CON EL INCREMENTO ANUAL DEL SMLMV. 

 
En relación con el tema objeto de la Litis, se evidencia que la demandante solicita se condene a 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FOMAG, al reajuste y pago del retroactivo de las 

 
8 Corte Constitucional. Sentencia T-546 de 21 de julio de 2014 M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. Énfasis fuera de texto. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

mesadas pensionales conforme a los incrementos anuales fijados por el salario mínimo legal vigente 
de conformidad al artículo 1 de la ley 71 de 1988. 

 
“ARTICULO 1o. Las pensiones a que se refiere el artículo 1o. de la Ley 4a. de 1976, las de incapacidad 
permanente parcial y las compartidas, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 
porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal mensual”. 
 

Solicitando la aplicación de esta normatividad, la accionante ignora fundamentos legales y 
jurisprudenciales que tienen vigencia en la actualidad; esto es, la ley 100 de 1993 específicamente en 
su artículo 14 donde consagra: 
 
“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, 
de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del sistema general 
de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el 
primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 
certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto 
mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con 
el mismo porcentaje en que se incremente dicho salario por el Gobierno”. 
 
La fórmula que debe aplicarse para el reajuste de las pensiones, en cualquiera de los regímenes del 
Sistema General de Pensiones, es el señalado en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, es decir, según 
la variación porcentual del IPC certificada por el DANE para el año inmediatamente anterior, sin que 
pueda afirmarse que la Ley 71 de 1988 continúe produciendo efectos jurídicos. 
 
La parte actora alega que la fórmula para el reajuste de su pensión de jubilación debe ser la 
consagrada en el artículo 1 de la ley 71 de 1988. Pero no se comparte dicha postura, y por el contrario 
se considera que la metodología de reajuste automático consagrada en dicha normativa no es 
aplicable para el caso en concreto por las razones que a continuación se exponen: 
 
En primer lugar, la aplicación de la metodología del artículo 14 de la ley 100 de 1993, consiste en el 
incremento porcentual del IPC es consonante con la necesidad de mantener el poder adquisitivo de 
las pensiones. En otras palabras, el hecho de que el beneficio prestacional se ajuste con base en el 
IPC del año inmediatamente anterior no se desequilibra en forma alguna con el poder adquisitivo de 
dicha prestación vitalicia, siendo esto último, el fin único y esencial de esta fórmula de reajuste. 
En segundo lugar, a juicio del Honorable Consejo de Estado, el criterio según el cual la mesada de 
quienes se pensionaron con anterioridad al 1 de abril de 1994 debe incrementarse en la forma 
prevista por la ley 71 de 1988 no es válida toda vez que: 
 
“ (..) El hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta la pensión no sea un derecho adquirido 
implica que el sistema definido por la ley 100 de 1993 podía regula válidamente la proporción del 
aumento de la prestación, derogando el enunciado normativo que venía rigiendo hasta ese 
momento, tal y como lo admitió la Corte Constitucional en la sentencia C 110 de 1996 (...)”9 

 
9 Consejo de Estado. Sección segunda. Sentencia del 17 de agosto de 2017. Radicado: 11001-03-24-000-2010-
00007-00. C.P. William Hernández Gómez.  



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
El apoderado de la parte actora, igualmente se refiere a la aplicación del principio de favorabilidad 
que de la duda sobre la aplicación del artículo 14 de la ley 100 de 1993 y la fórmula de reajuste 
pensional del artículo 1 de la ley 71 de 1988 debe aplicarse esta última dando aplicación a este 
principio. No obstante, la doctrina y la jurisprudencia han señalado que los requisitos indispensables 
para la aplicación el principio de favorabilidad es: la existencia de varias fuentes formales del derecho 
que reglen la misma situación fáctica; que dichas fuentes se encuentren vigentes al momento de 
causarse el derecho; que exista duda sobre cual e ellas se debe aplicar y que la fuente formal elegida 
debe aplicarse en su integridad. De igual forma, es preciso señalar que estos requisitos son 
concurrentes, por lo que, si falta uno de ellos, no hay lugar a la aplicación del principio de 
favorabilidad.  
 
De esta manera, siendo coherentes con los argumentos que se han venido exponiendo, la ley 71 de 
1988 no es aplicable para el caso bajo análisis por cuanto la parte actora devenga una mesada 
superior al salario mínimo y a partir del 1 de abril de 1994, la formula indicada para el reajuste de las 
pensiones es el contenido en el artículo 14 de dicha normativa. Con todo, el primero de los requisitos 
nos e cumple a cabalidad, pudiendo prescindir del análisis de los demás.  
 
Por otro lado la jurisprudencia se ha manifestado sobre este asunto para lo cual traigo a consideración 
Radicación número: 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14) del CONSEJO DE ESTADO SALA DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A Consejero ponente: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ donde se indica que las modificaciones introducidas en materia 
pensional por el Sistema General de Seguridad Social, especialmente en lo relacionado con el tema 
pensional, impuso la necesidad de examinar el tema de las situaciones individuales y subjetivas 
consolidadas bajo la vigencia de normas anteriores, como lo son las prestaciones reconocidas con 
base en las disposiciones que quedaron derogadas por la Ley 100 de 1993, habida cuenta de la 
protección que el artículo 48 de la Constitución Política otorga en este sentido al indicar «en materia 
pensional se respetarán todos los derechos adquiridos». 
Así las cosas, la Corte Constitucional ha definido lo que debe entenderse con la expresión derechos 
adquiridos de la siguiente manera: 

 
« […] son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han creado y definido bajo el 
imperio de una Ley y, que por lo mismo, han instituido en favor de sus titulares un derecho 
subjetivo que debe ser respetado frente a Leyes posteriores que no puede afectar lo 
legítimamente obtenido al amparo de una Ley anterior. Existe un derecho adquirido cuando 
respecto de un determinado sujeto, los hechos descritos en las premisas normativas tienen 
debido cumplimiento […]»10 

 
La anterior concepción ha llevado, igualmente, a definir las meras expectativas como aquellas 
«probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden ser 
reguladas por el Legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad.»; nociones que 
resulta necesario tener presentes en el caso sub examine pues tienen incidencia en el ámbito de 
protección constitucional. 

 
10 Corte Constitucional. Sentencia C- 242 de 01 abril de 2009. M.P. Mauricio González Cuervo.  



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
En efecto, mientras que los derechos adquiridos gozan de expreso amparo de la Carta, las meras 
expectativas no, aunque tal y como lo estimó la sentencia C-147 de 1997, pueden ser objeto de una 
consideración especial de la ley, para impedir que se generen situaciones desiguales o inequitativas 
para algunos sectores de la población con los cambios de legislación, o en busca de cualquier otro 
objetivo de interés público o social. 
 
En ese orden, la Ley 100 de 1993, en materia de pensiones, en los artículos 11 y 36, dispuso la 
salvaguarda de aquellas situaciones que se hubieren consolidado para la fecha en la que la misma 
entró en vigencia al prever: 

 
“ARTÍCULO 11. El Sistema General de Pensiones, con las excepciones previstas en el artículo 
279 de la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, conservando 
adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos 
y establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores para quienes a la fecha de 
vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una pensión o se encuentren 
pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores 
público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto de Seguros Sociales y del sector 
privado en general”. 

 
Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia los derechos 
adquiridos conforme a disposiciones normativas anteriores, pacto o convención colectiva de 
trabajo. 
 
Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y de que el 
tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes. 
 
También, tuvo una consideración especial con aquellas personas que tenían una expectativa 
cercana de adquirir el estatus pensional conforme la normativa anterior que regulara el régimen 
al que venían afiliados, al permitir que se beneficiaran de las condiciones de edad, tiempo de 
servicio o semanas de cotización y monto de la mesada, empero, las demás condiciones y 
requisitos se regularían por las disposiciones contenidas en dicha ley. 
 
Sobre el reajuste de las pensiones, el artículo 53 de la Constitución Política prescribe « […] El 
Estado garantiza el derecho al pago oportuno y el reajuste periódico de las pensiones legales 
[…]».En desarrollo de este postulado, el artículo 14 de la Ley 100 de 1993.  
 
De mismo modo, el artículo 142 incluyó una mesada adicional anualmente y el artículo 143 
implementó un reajuste mensual equivalente a la elevación en la cotización para salud que 
resulte de la aplicación de la misma ley, teniendo en cuenta los cambios en las cotizaciones que 
la nueva norma contiene. 
 
En relación con el artículo 14 transcrito, resulta pertinente poner de presente alguna de las 
consideraciones que la Corte Constitucional expuso en la sentencia C-387 de 1994, por ser 
pertinentes al objeto de debate en el presente asunto. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
En aquella oportunidad, la Corte sostuvo que tales normas buscan mermar los efectos que la 
devaluación de la moneda causa en las mesadas pensionales, puesto que implican que ellas 
pierdan su capacidad adquisitiva con afectación directa en la calidad de vida de los pensionados 
y observó que como quiera que la Constitución, en relación con el reajuste de las pensiones, no 
precisa aspectos tales como la proporción en la que debe decretarse el reajuste, la oportunidad 
ni la frecuencia, le corresponde al Legislador hacerlo. 
 
Sobre este último aspecto, aclaró que ese hecho no se opone al contenido del artículo 58 
ibídem, puesto que «no hay derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben 
incrementar las pensiones, sino meras expectativas. Por tanto, la ley bien puede modificar las 
normas que consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las mesadas 
pensionales. 
 
Hasta este punto se concluye que el porcentaje de reajuste de la mesada pensional no es un 
derecho adquirido. 
 
Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 
anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 del 
19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario mínimo, 
afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta 
la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por la Ley 100 de 1993 
podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, derogando el enunciado 
normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo admitió la Corte Constitucional 
en la sentencia C-110 de 1996, al señalar: 
 
« […] A partir del 1.° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 
todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el 
privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto 
es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal 
mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 
reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su 
artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 ibídem, lo que significa 
que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de 
Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, más la 
mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la cotización para salud, a favor de 
los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 1994.[…]» 
 
En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al hacer 
extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta para quienes se 
pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que ya tenían la prestación 
reconocida para ese momento, la norma demandada hace una inclusión no prevista en la ley 
que reglamenta y desconoce los derechos adquiridos de estos últimos, pues se reitera, la 
protección de los derechos adquiridos en materia pensional no comprende la proporción del 
incremento de la mesada. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
De manera adicional, señor juez, comedidamente le solicito que tenga de presente que como 
bien lo señaló el Consejo de Estado y tal como se puede deducir de las múltiples disposiciones 
sobre el reajuste que a lo largo del tiempo se han dispuesto por el legislador y el Gobierno 
Nacional en ejercicio de las facultades extraordinarias “ las fórmulas aplicadas para el reajuste 
de las mesadas pensionales no son estáticas debido a que su único objetivo es mantener el 
poder adquisitivo y por ello, deben atender a políticas económicas que aseguren, además, la 
sostenibilidad, universalidad y demás principios que rigen el sistema general de pensiones”. 
 
UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO – SENTENCIA SUJ-024-CE-S2-2021 3 DE 
JUNIO DE 2021 
 
Aunado a lo anterior, el Consejo de Estado mediante providencia de fecha 3 de junio de 2021, unifica 
jurisprudencia en el sentido de precisar que son procedentes los descuentos con destino a salud en 
el porcentaje del 12% señalado en el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, así como las normas que lo 
modifiquen, de las mesadas adicionales de junio y diciembre de los docentes. Lo anterior por cuanto 
el artículo 8 de la Ley 91 de 1989 les impuso el deber de contribuir con el aporte del 5% al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, incluso con la deducción de las mesadas adiciona-
les. Más adelante, la Ley 812 de 2003, en el artículo 81, incrementó el porcentaje al 12%, al hacer 
remisión a las disposiciones generales de la Ley 100 de 1993, particularmente a los porcentajes de 
los aportes señalados en el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, los cuales se deducen de todas las 
mesadas pensionales, incluso de las adicionales. 
 

DE LA MESADA ADICIONAL DEL MES DE JUNIO O MESADA CATORCE 

 

La mesada adicional de junio, ha sido mal llamada prima, pero fue concebida como un mecanismo 

de compensación por la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones en razón a la inflación. Este 

beneficio se otorga a todos los pensionados, salvo las excepciones expresamente consagradas en las 

leyes que regulan el tema, es decir, que no se ha de usar el término “prima” al referirse a la mesada 

adicional, pretendiendo legitimar el derecho que se supone conculcado. 

 

Para el caso que nos convoca, cabe recordar que la Ley 91 de 1989, en su artículo 15, numeral 2, 

literal b), dispuso para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, el pago de una mesada 

adicional, en los siguientes términos: 

 

[…] 

 

Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y 

para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando se cumplan los 

requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario 

mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente para los 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional. (Negrita y subrayado fuera del texto original) 

 

[…] 

Sin embargo, esta última ley no concretó la naturaleza de la mesada ni el periodo en la cual se hacía 

exigible. Sería la ley 100 de 1993, en su artículo 142 la que determino la mesada adicional o mesada 

catorce para los pensionados del Sistema General de Pensiones, en los siguientes términos: 

 

[…] 

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA ACTUALES PENSIONADOS. Los pensionados por 
jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores públicos, oficial, semioficial, en todos 
sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y 
pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, cuyas pensiones se hubiesen 
causado y reconocido antes del primero (1o) de enero de 1988, tendrán derecho al recono-
cimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos por 
el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio de cada año, a partir 
de 1994. 

Los pensionados por vejez del orden nacional, beneficiarios de los reajustes ordenados en el 
decreto 2108 de 1992, recibirán el reconocimiento y pago de los treinta días de la mesada 
adicional solo a partir de junio de 1996. 

PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo la cancelación 
de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal mensual 

[…] 

 

Sobre la similitud que existe entre la mesada adicional para los docentes pensionados y la mesada 

14, en la Sentencia C-461 de 1995de la Corte Constitucional, se realizó un paralelo entre los 

pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio que fueron 

vinculados con posterioridad al 1 de enero de 1981 y los pensionados cobijados por la Ley 100 de 

1993, asimilando la mesada adicional que recibían ambos, pues señaló que mientras los primeros 

percibían la prima adicional de medio año consagrada en el artículo de la ley 91 de 1989, los segundos 

recibían la mesada adicional del artículo 142 de la ley 10 de 1993, viéndose compensados unos y 

otros respecto de la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones. En este sentido se indicó: 

 

“ […] Los pensionados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, vinculados 

con posterioridad al 1 de enero de 1981 no se encuentran en una situación distinta a la de 

los pensionados a quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social contemplado en 

la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún beneficio que compense la pérdida 

de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras los primeros reciben la prima adicional 

de medio año (artículo 15, Ley 91 de 1989), los segundos reciben la mesada adicional (artículo 

142, Ley 100 de 1993), que son prestaciones equivalentes […]” 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 

Igualmente, en la citada jurisprudencia se declaró que el aparte acusado del artículo 279 de la Ley 

100 de 1993 era exequible, siempre y cuando se apicara en consonancia con los artículos 13, 48 y 53 

de la Carta y se asegurara a los maestros vinculados antes del 1 de enero de 1981 al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio que no sean acreedores a la pensión gracia; un beneficio 

sustantivo equivalente al pago de la mesada adicional contemplada en el artículo 142 de la Ley 142 

de la Ley 100 de 1993. 

 

De otro lado es importante señalar que con anterioridad a la sentencia de la Corte Constitucional C – 

409 de 1994, el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 consagraba que el derecho a la mesada adicional 

solo era reconocible a los pensionados cuyo derecho se hubiese causado y reconocido antes del 1 de 

enero de 1988, por lo que la enunciada sentencia dispuso que tal norma era discriminatoria dentro 

del mismo sector de pensionados, al otorgar prerrogativas para unos en detrimento de otros 

restringiendo sin justificación alguna el derecho a la mesada adiciona para aquellos pensionados 

jubilados con posterioridad al 1 de enero de 1988. Debido a esto, las personas que obtuvieron el 

derecho a reclamar esta meada. 

 

Con la expedición del Acto Legislativo 001 de 2005 que adicionó el artículo 48 de la Constitución 

Política, se establece en relación con el tema de la mesada catorce y del régimen pensional lo 

siguiente: 

 

[…] 

 

ARTÍCULO 1. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 48 de la Constitución 

Política: 

 

[…] 

 

"Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente Acto 

Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende que 

la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aún cuando 

no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

[…] 

 

"Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y 

territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de 

la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr001.html#48
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81


 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima 

media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del 

artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 

 

[…] 

 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del presente 

artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, 

quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año". 

 

[…] 

De todo lo expuesto, se puede concluir que el derecho a percibir la mesada adicional del mes de 

junio, para el personal docente está radicado en cabeza de quienes hubiesen sido vinculados con 

posterioridad al 1 de enero de 1981, según el artículo 15, numeral 2, literal b), de la ley 91 de 1989; 

o de conformidad con el artículo 147 de la Ley 100 de 1993, limitado por el parágrafo 6 transitorio 

del artículo 1 del Acto Legislativo 001 de 2005 a quienes causaren su derecho y se les reconociera y 

liquidara el mismo antes del año 2011, y su mesada pensional no superara los 3 SMLMV. 

 

Sobre lo anterior, se pronunció la Sala de Consulta Servicio Civil del Consejo de Estado, en concepto 

del 22 de noviembre de 2007, Consejero Ponente Enrique Jose Arboleda Perdomo, Radicación No. 

1857, concluyendo que los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que 

causen el derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio de 2005, fecha de entrada 

en vigencia del Acto Legislativo 001 de 2005, no tienen derecho a la mesada pensional adicional del 

mes de junio de que tratan el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 238 de 1995, exceptuando 

a los docentes que causen el derecho a la pensión antes del 31 de julio del 2011, si su mesada 

pensional es igual o inferior a 3 SMLMV. Al respecto se dijo lo siguiente: 

 

[…] 

 

a) Son regulaciones especiales: 

 

La ley 91 de 1989, creo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, 

encargado de pagar las prestaciones sociales y los servicios medico asistenciales, a los 

docentes afiliados, que a su vez clasificó en nacionales, nacionalizados y territoriales, 

para distribuir entre la Nación y las entidades territoriales, las obligaciones prestacionales 

a su cargo. 

 

En materia pensional ordenó: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81


 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 

ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por 

las siguientes disposiciones: 

 

[…] 

 

2. Pensiones: 

 

Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato de las Leyes 

114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las hubieren desarrollado o 

modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la pensión de gracia, se les reconocerá 

siempre y cuando cumplan con la totalidad de los requisitos. Esta pensión seguirá 

reconociéndose por la Caja Nacional de Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 

y será compatible con la pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta 

a cargo total o parcial de la Nación. 

 

Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, 

y para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando se cumplan los 

requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del 

salario mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen 

vigente para los pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima 

de medio año equivalente a una mesada pensional. 

 

Anota la Sala, que la norma transcrita agrupa a los docentes, en primer lugar, teniendo 

en cuenta que su fecha de ingreso al servicio público educativo oficial fuera el 31 de 

diciembre de 1980 o anterior, y que además tuvieran derecho a la pensión gracia, con el 

objeto de consagrar expresamente a su favor, la compatibilidad de esa pensión con la 

pensión de jubilación ordinaria, aun en el caso de que esta última estuviera en todo o en 

parte a cargo de la Nación; y en segundo lugar tomado el 1 de enero de 1981 como fecha 

de ingreso para quienes tendrían el derecho a pensionarse bajo el régimen de los demás 

empleados públicos nacionales con un beneficio adicional consistente en una prima de 

medio año equivalente a una mesada. 

 

Se responde:  

 

1. Desde la perspectiva jurídica, por gozar los docentes de un régimen especialísimo 

de pensiones y al haber sido excluidos de la aplicación del Sistema de Seguridad 

Social Integral implementado por la Ley 100 de 1993 ¿tienen los docentes del sector 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

oficial, nacionales, nacionalizados o territoriales, cuyo derecho a pensión se ha 

causado con posterioridad a la vigencia del Acto Legislativo 001 de 2005, derecho a 

la mesada pensional del des de junio? 

 

Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que causen 

el derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio de 2005, fechan 

de entrada en vigencia del Acto Legislativo 001 de 1995. Se exceptúan los docentes 

que causen el derecho a la pensión antes del 31 de julio de 2011, si su mesada 

pensional es igual o inferior de tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

según lo establece el parágrafo transitorio 6 del artículo 1 del Acto Legislativo en 

mención. 

 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo transitorio 2 del Acto Legislativo 001 

de 2005 ¿la vigencia del régimen exceptuado de los docentes afiliados al fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterios expirará el 31 de julio del año 2010? 

 

Si: de manera que en virtud del Acto Legislativo No. 01 del 2005, son tres los 

regímenes pensionales aplicables al personal docente afiliado al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio: 

 

a) El de la ley 91 de 1989 y demás leyes vigentes al 27 de junio de 2003, para los 

docentes vinculados al servicio con antelación al 27 de junio del 2003 y articulo 

160 de la Ley 1151 de 2007. 

b) El de prima media con prestación de finida de las leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003, pero con edad de 57 años para hombres y mujeres, tratándose de los 

docentes vinculados al servicio a partir del 27 de junio de 2003 (artículo 81 de 

la ley 812 del 2003 y articulo 160 de la ley 1151 del 2007) 

c) El del Sistema General de Pensiones, para las pensiones que se causen después 

del 31 de julio de 2010 (parágrafo transitorio segundo del artículo 1 del Acto 

Legislativo No. 01 del 2005). 

 

PETICIONES 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito se denieguen las 

pretensiones de la demanda por las razones expuestas. 

PRUEBAS 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

ANEXOS 

 
Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 
 

NOTIFICACIONES 

- EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora Ministra de 
Educación, en la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), Bogotá D.C., y/o en el correo 
o dirección electrónica, exclusivamente para notificaciones judiciales:    
notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co. 

- EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUPREVIORA en la 
secretaria de su despacho o en la Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en los correo electrónicos 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co, notjudicial@foduprevisora.com.co .  

-  Y La suscrita apoderada, las recibiré en la secretaria de su despacho o en la Calle 72 N° 10 – 03 piso 

4, y/o en el correo electrónico t_jkramirez@fiduprevisora.com.co. 

Del señor Juez. 

 

_____________________________ 
JENNY KATHERINE RAMÍREZ RUBIO 
C.C 1.030.570.557 de Bogotá 
T.P 310.344 del C.S.J. 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG - Vicepresidencia Jurídica 
Calle 72 No. 10-03  
Bogotá, Colombia 

mailto:notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@foduprevisora.com.co
mailto:t_jkramirez@fiduprevisora.com.co


  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
 

 
                                                                                                                                   Nº  037034 
 
Señores  
JUZGADO 016 ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 11001333501620210032400 
DEMANDANTE: MARIA VITALIA SANCHEZ MALDONADO 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los(las) abogados(as): 
 

 
 
 



Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación.

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones.

La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso

Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos.

Cordialmente,

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C.
T.P. No. 250.292 del C.S. de la J.

Acepto:


















































